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impedida de conocer del fondo del a.sunto, sie~P!e y
cuando la parte perjudicada haya tentdo la POsibilidad
de subsanar este requisito (por todas, STC 110/1992).

La jurisprudencia ordinaria viene exigiendo, al amparo
del arto 57.2 d) de 'la L.J.C.A., que en los recursos pro­
movidos por personas jurídicas, que representen inte­
reses institucionales, hayan de acreditar, acompañando
el documento correspondiente -Estatutos o reglas regu­
ladoras correspondientes- que el órgano que ha adop­
tado la decisión de recurrir es el facultado para ello;
o dicho de otro modo, el demandante tiene la carga
de acreditar su capacidad para ser parte y de actuación
procesal (entre otras, STS 24 de septiembre de 1991).

El arto 129.1 L.J.C.A. dispone que cuando la parte
demandada alega el incumplimiento de éste requisito
procesal, la parte actora podrá subsanar el defecto den­
tro de los diez días siguientes al en que se le notifica
el escrito que contenga la alegación.

4. En el presente caso, consta en las actuaciones
que e,1 Abogado del Estado alegó la falta de acreditación
de la competencia del órgano que tomó el Acuerdo de
interponer recurso contencioso-administrativo contra el
Real Decreto 314/1989, de 31 de marzo. Frente a la
misma, la demandante, que tuvo conocimiento de la con­
testación del Abogado del Estado no aportó el docu­
mento a través del cual se entendía subsanado el requi­
sito procesal, ni alegó en el trámite de conclusiones,
si así lo hubiera estimado oportuno, sobre la inaplicación
o falta de concurrencia de este presupuesto. Así pues,
la recurrente en amparo tuvo posibilidad de subsanar
el defecto procesal advertido, aportando la norma esta­
tutaria que atribuye competencia al órgano que adoptó
el acuerdo -el Secretariado federal-:-; sin embargo, no
lo hizo así, lo que revela una actitud contraria a las exi­
gencias de un comportamiento diligente. Ello excluye,
en definitiva, que la Sentencia procesal del órgano judi­
cial pueda ser considerada como. constitutiva de la
denunciada vulneraéión del derecho a la tutela judicial.

FALLO

En atención a todo lo expuesto, el Tribunal Cons­
titucional, POR LA AUTORIDAD QUE LE CONFIERE LA CONSTITUCiÓN
DE LA NACiÓN ESPAÑOLA.

Ha decidido

Desestimar el presente recurso de amparo.

Publíquese esta Sentencia en el «Boletín Oficial del
Estado)).

Dada en Madrid, a veintitrés de mayo de mil nove­
cientos noventa y cuatro.-Miguel Rodríguez-Piñero y
Bravo-Ferrer.-Fernando García-Mon y Gonzáléz-Regue­
ral.-CarJos de la Vega Benayas.-Vicente Gimeno Sen­
dra.-Rafael Mendizábal Allende.-Pedro Cruz Villa­
lón.-Firmaqo y rubricado.

14592 Sala Primera. Sentencia 159/1994, de 23 de
mayo de 1994. Recurso de amparo
1.964/1992. Contra Sentencia de la Sala de
lo Contencioso-Administrativo del Tribunal
Superior de Justicia de La Rioja. Vulneración
del derecho a la tutela judicial efectiva: deses­
timación del recurso fundada en causa inexis­
tente.

La Sala Primera del Tribunal Constitucional, compues­
ta por don Miguel Rodríguez-Piñero y Bravo-Ferrer, Pre­
sidente; don Fernando García-Mon y González-Regueral,

don Carlos de la Vega Benayas, don Vicente Gimeno
Sendra, don Rafael de Mendizábal Allende y don Pedro
Cruz VillaIón, Magistrados, ha pronunciado,

EN NOMBRE DEL REY

la siguiente

SENTENCIA

En el recurso de amparo núm. 1.964/92, interpuesto
por doña María Eugenia Lezaun Larumbe, doña Muía
José López Valdivieso, doña Felisa Bonachia Caballero
y doña Esther Navarro López, bajo la representación pro­
cesal del Procurador de los Tribunales señor Gamarra
García y bajo la dirección letrada de doña María Luisa
Iglesias, contra la Sentencia de la Sala qe lo Conten­
cioso-Administrativo del Tribunal Superior de Justicia de
La Rioja,de 19 de junio de 1992. Han sido partes, el
Minister:io Fiscal, el Abogado del Estado y el Letrado
de la Comunidad Autónoma de La Rioja. Ha sido Ponente
el Magistrado don Pedro Cruz VillaIón, quien expresa
el parecer de la Sala.

1. Antecedentes

1. Mediante escrito registrado ante este Tribunal el
día 23 de julio de 1992, don Rafael Gamarra García,
Procurador de los Tribunales, en nombre y representa­
ción de doña María Eugenia Lezaun Larumbe, doña María
José López Valdjvieso, doña Felisa Bonacha Caballero
y doña Esther Navarro López, interpuso, demanda de
amparo constitucional contra la Sentencia de la Sala
de lo Contencioso-Administrativo del Tribunal Superior
de Justicia de La Rioja, de 1~ de junio de 1992.

2. Los hechos a los que se contrae la demanda de
amparo son, en síntesis, los siguientes:

a) Las recurrentes son funcionarias técnicas del Gru­
po B, en los Servicio,s Centrales de la Consejería de Salud,
Consumo y Bienestar Social de la Comunidad Autónoma
de La Rioja.

b) Mediante el Decreto 63/1988, de 2 de diciem­
bre, se aprobó la relación de puestos de trabajo, esta-

~ bleciéndose el nivel 20 y el correspondiente comple­
mento específico para los pertenecientes a Equipos Téc­
nicos del Grupo B, No obstante, en la enumeración de
los distintos Equipos Técnicos no se incluyó a los del
Grupo B de la citada Consejería de Salud, Consume y
Bienestar Social al que pertenecen las actoras.

c) Como consecuencia de ello, las recurrentes ele­
varon un escrito a la Administración autonómica, de 27
de diciembre de 1988, denunciando que, por omisión,
en el mencionado Decreto 63/1988 no se habían valo­
rado sUs puestos de trabajo teniendo en cuenta las fun­
ciones que desempeñaban, y que, por ello mismo, con­
sideraban que tal proceder constituía un agravio
comparativo con relación a los demás Técnicos del
Grupo B de las restantes Consejerías que habían sido
catalogados con 'un nivel 20 o 22 y un complem~nto

específico de 200.000 a 500.000 pesetas. En vlrtlJd
de todo ello, solicitaban la revisión de sus puestos de
trabajo y el mismo tratamiento que se había dado al
resto de los Técnicos del Grupo B de las otras Con­
sejerías.

d) Por Resolución de la Consejería de Administra­
ciones Públicas de la Comunidad Autónoma de La Rioja.
de 23 de marzo de 1990, se denegó la petición for­
mulada, por lo que interpusieron elcorrespondierte
recurso de reposición que sería igualmente desestimado.
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e) Agotada la vía administrativa. interpusieron recur­
so contencioso-administrativo que sería sustanciado con
el núm. 210/90 ante la .sala competente del Tribunal
Superior de Justicia de aquella Comunidad Autónoma.
y desestimado por su Sentencia de 19 de junio de 1992.

. al considerar el órgano judicial (fundamento de Derecho
tercero) que el recurso se había dirigido contra actos
de aplicación del Decreto 63/1988 sin haberse impug­
nado previamente por las recurrentes los contenidos del
mismo; de este modo. tales contenidos devinieron firmes.
convirtiendo en inatacables las resoluciones cuyaimpug­
nación se pretendía. que fueron dictadas de conformidad
con lo dispuesto en aquella norma reglamentaria. .

3. En su demanda de amparo aducen las recurren­
tes que la interpretación efectuada por la Sala de lo
Contencioso-Administrativo del Tribunal Superior de Jus­
ticia de La Rioja lesiona su derecho a la tutela judicial
efectiva (art. 24.1 C.E.). ya que. amparándose en motivos
meramente formales. les privó indebidamente de una
resolución sobre el fondo del asunto. contraria a la efi­
cacia del mencionado derecho fundamental.

A su juicio. la solución de la Sala es inadmisible por­
que su recurso contencioso-administrativo se interpuso
contra las sucesivas resoluciones recaídas c·omo con­
secuencia de su escrito de 27 de diciembre de 1988.
en el que. impugnando el Decreto 63/1988. solicitaban
el mismo trato que el concedido a los otros funcionarios
técnicos de las restantes Consejerías. Por. tanto. en ori­
gen. su recurso contencioso-administrativo obedecía a
su voluntad de impugnar la mencionada disposición
reglamentaria. Pero. ad~más. y por si ello no fuere sufi­
ciente. el arto 39.2 L.J,C.A. permite expresamente el con­
trol jurisdiccional de disposiciones de carácter general
como consecuencia de la impugnación judicial de sus
actos de aplicación. no siendo óbice para ello el· hecho
de no haberse incluido explícitamente en la súplica del
recurso la petición de nulidad de la norma reglamentaria
como. sin embargo. así lo estimó la Sala. realizando una
interpretación extremadamente formalista y. a la sazón.
impeditiva de su derecho a la tutela judicial efectiva.
al privarles sin motivo razonable alguno de un pronun­
ciamiento sobre el fondo de la cuestión planteada.

4. Por providencia de 22 de abril de 1993. la Sec­
ción Segunda admitió el recurso a trámite y. a tenor
de lo dispuesto en el art. 51 LOTC. acordó requerir al
Tribunal Superior de Justicia de La Rioja y a la Consejería
de Salud. Consumo y Bienestar Social de aquella Comu-'

" nidad Autónoma para que remitiesen testimonio del pro­
ceso judicial previo del que este recurso trae causa. inte­
resando asimismo el emplazamiento de quienes hubie­
ren· sido parte en el mismo para que. en el plazo de
diez días. pudiesen comparecer en este proceso cons­
titucional.

5. Mediante providencia de 31 de mayo de 1993.
la Sección Segunda acordÓ tener por recibidas las actua­
ciones y tener por personados y partes al Abogadq del
Estado y al Procurador de los Tribunales señor Deleito
García. este último en nombre y representación de la
Comunidad Autónoma de La Rioja y. de conformidad
con lo establecido en el art. 52 LOTC. conceder a los
comparecientes y al Ministerio Fiscal el plazo común
de veinte días para que. a la vista de las actuaciones
remitidas. pudiesen presentar las alegaciones que a su
derecho conviniesen.

6. El escrito de alegaciones de las recurrentes fue
registrado el día 25 de junio de 1993. En él. tras repro­
ducir sucintamente los argumentos esgrimidos en su
escrito de demanda. insistieron en que desde su primera
reclamación administrativa persiguieron la impugnación

del Decreto 63/1988. por considerar que en el mismo
se había «olvidado» catalogar a los Técnicos del Grupo
B de la Consejería de Salud al que ellas pertenecen.
inter~sando expresamente que tal omisión se subsanase
por la Administración. Sólo en el caso de que la Admi­
nistración estimase que no había existido tal omisión•
exigían la revisión de la catalogación de sus puestos
de trabajo. por estimar que se les había producido una
discriminación en relación con la situación funcionarial
concedida a otros funcionarios de idéntico Grupo y simi­
lares funciones. Justamente por ello. constando la nega­
tiva de la Administración a rectificar el Decreto de pues­
tos de trabajo en su recurso cotltencioso-administrativo.
suplicaban de la Sala que se reconociese su derecho
a la igualdad por dar:se a situaciones iguales un trata­
miento jurídico diferenciado.

Por otra parte. y según estiman tener probado en
el proceso contencioso-administrativo. la «omisión)) del
Decreto también existió respecto de algunos miembros
pertenecientes al Grupo A de la misma Consejería de
Salud (Farmacéuticos y Veterinarios) y. no obstante. tras
su petición escrita la propia Administración les reconoció
el nivel y complemento específico atribuido a los demás
funcionarios de similar categoría. sin que por ello se
modificase el Decreto de puestos de trabajo. Las actoras
pretendían ese mismo reconocimiento que. sin embargo.
la Sentencia recurrida desconoce al no entrar injusti­
ficadamente en el fondo del asunto.

7. El día 23 de junio de 1993. presentó la repre­
sentación procesal de la Comunidad Autónoma de La
Rioja su escrito de alegaciones. Señala. en primer lugar.
la confusión y falta de claridad en que incurre la demanda
de amparo. puesto que en ella se afirma que se interpone
con apoyo en el arto 43 LOTC. cuando. sin embarg"o.
la pretendida conculcación de sus derechos fundamen­
tales sería exclusivamente imputable al órgano judicial
cal:lsante único de la indefensión que dicen haber pade­
cido. Pero. además. a su criterio. es también contradic­
toria por cuanto las recurrentes aducen que con su escri­
to inicial impugnaban ante la Administración el Decreto
63/1988. para acto seguido. sostener que no tenían
la obligación de cuestionar la" conformidad a dereCho
de la mencionada nqrma reglamentaria. Tal contradic-

. ción no es sino reflejo de su propia actitud previa. tanto
en su reclamación administrativa como en el posterior
recurso contencioso-administrativo. En efecto. conscien­
tes de que con su escrito inicial habían omitido su obli­
gación de impugnar la norma reglamentaria antes de
cuestionar jurídicamente sus actos de aplicación. inten­
taron con su recurso de reposición alterar la proyección
inicial de su reclamación. para dirigirla ahora contra el
Decreto 63/1988 que. sin embargo. ellas consintieron
al no recurrirlo en tiempo y forma.

Finalmente. concluye su alegato señalando que no
es cierto que la Sala no hubiese entradó en el fondo
del asunto. como sostienen las recurrentes. pues. ade­
más de aplicar una causa de inadmisión legalmente pre­
vista. cual es ·Ia del art. 82 c) en relación con el arto
40 a) L.J.CA. entró a examinar el fondo del asunto para.
en virtud de lo establecido en el arto 15 de la Ley
30/1984. desestimar la demanda formulada por las
recurrentes.

8. Por escrito de 25 de junio de 1993. el Abogado
del Estado manifestó que no consideraba necesario.for­
mular alegaciones. Sí lo hizo. sin embargo. el Ministerio
Fiscal. mediante escrito de 21 de junio de 1993. En
su alegato. una vez centrada la cuestión debatida. con­
sidera el Ministerio Público que la «desviación procesal»
que sirve de fundamento a la Sentencia recurrida para
dictar una resolución de inadmisión sin entrar en el fondo
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del asunto, es consecuencia del Gomportamiento de la
propia Administración y nO de la falta de pericia o dili­
gencia de las actoras. En efecto, a su criterio, planteada
la reclamación, la Consejería de Administraciones Públi­
cas de ta Rioja, en su Resolución de 23 de marzo de
1990, estimó que lo que se solicitaba era la promul­
gación de Una nueva norma que sustítuyese al Decreto
63/1988, declarando que la competencia para pronun­
ciarse sobre tal cuéstión correspondía al Consejo de
Gobierno de la Comunidad Autónoma. Ahora bien, dicha
Consejería, en lugar de ser consecuente COn sus propios
términos y remitir las actuaciones al Consejo de Gobierno
-tal como se lo exige el arto 8.2 L.P.A.-, se limitó al
examen de los aspectos económicos de la reclamación
sin entrar a analizar la discriminación que el Decreto
introducía, explícitamente denunciada por las actoras.
El resto de las actuaciones administrativas y el propio
recurso contencioso-administrativo se ven «contamina­
dos)) por el contenido de la referida resolución que es
la que «desvía)) los términos del debate. Es, por tanto,
a la Administración -y na a las actoras que actúan en
la vía administrativa sin asistencia letrada-a quien resul­
ta directamente imputable el cambio de orientación dado
a la reclamación inicial de las recurrentes y que, final­
mente, asume la Sala de lo Contencioso-Administrativo
al apreciar la concurrencia de una causa de inadmisión.

De ahí que, a juicio del Ministerio Fiscal, la Sala hubie­
ra debido atender a la pretensión esencial de las actoras
y, en coherencia COn ella, analizar en primer lugar la
eventual discriminación del Decreto para después pro­
nunciarse sobre los efectos de naturaleza económica,
en lugar de desestimar las peticiones retributivas sobre

·Ia base de una supuesta firmeza del Decreto en que
se apoyan. Se aprecia, pues, que las posibles carencias
del recurso contencioso-administrativo planteado por las
actoras no· son suficientes para enervar su derecho a
una resolución sobre el fondo· del asunto planteado, de
modo que la Sentencia recurrida incurre en una clara
incongruencia omisiva contraria al arto 24.2 C.E. En virtud
de todo ello, el Ministerio Público intéresa la concesión
del ampa~o solicitado.

9. Por providencia de 19 de mayo de 1994, se acor­
dó fijar para la· deliberación y votación de la presente
Sentencia el día 23 del mismo mes y año.

11. Fundamentos jurídicos

1. El objeto del presente recurso de amparo consiste
en determinar si la 'Sentencia de la Sala d.e 10Conten­
ciosá-Administrativo del Tribunal Superior de Justicia de
La .Rioja, de19 de junio de 1992, otorgó a las actoras
una respuesta judicial motivada en relación COn sus pre­
tensiones o si, por el contrario, y como aducen las
recurrentes, el órgano jurisdiccional, escudándose en
razones meramente formales, les privó indebidamente
de una resolución sobre el fondo del asunto, de suerte
que su pronunciamiento supone una denegación de jus­
ticia contraria al derecho fundamental recanocido en el
arto 24.1 de la Constitución.

2. Antes de entrar en el análisis de la cuestión deba­
tida, procede examinar el motivo de ¡nadmisión invocado
por la representación procesal de la Comunidad Autó­
noma de La Rioja en su escrito de alegaciones, con arre­
glo al cual la demanda debiera ser inadmitida por decirse
sustanciada can arreglo a lo previsto en el arto 43 LOTC,
siendo así que, al dirigirse frente a una resolución judicial,
debió sustanciarse según el art. 44 LOTC.

Esta objeción debe ser rechazada. Ciertamente, la
demanda de amparo se concreta en la alegada vulne­
ración del derecho a la tutela judicial (art. 24.1 C.E.)

por parte del Tribunal Superior de Justicia de La Rioja,
por lo que nos encontramos, sin duda alguna, ante U1
supuesto de los previstos en el art. 44, y no en el art.
43 LOTC. Ahora bien, el que ello sea así, con la con­
siguiente errada invocación del arto 43 LOTC, es irre­
levante a los efectos de la admisión del presente recurs,)
de amparo, cuyo objeto y pretensión no ofrecen ningum
duda, habiéndose dado cumplimiento, por lo demás, a
las condiciones señaladas en el citado arto 44 LOTe.

3. Como se ha expuesto COn detalle en los Ante­
cedentes, las actoras presentaron una reclamación admi­
nistrativa ante la Administración de la Comunidad Autó­
noma de La Rioja, por considerar que el Decreto
63/1988 que aprobaba la catalogación qe los puestos
de trabajo de los funcionarios de aquella Administraciór,
había omitido toda referencia a los funcionarios técnico:;
del Grupo B de la Consejería de Salud, Consumo y Bie­
nestar Social, estableciendo así un trato desigual, en
comparación con el otorgado a otros funcionarios de
iguales condiciones adscritos a las restantes Consejería~.

De las actuaciones obrantes ante este Tribunal, se .
deduce paladinamente que, con' su reclamación, las
demandantes de amparo pretendían que la Administra­
ción modificase el citado Decreto 63/1988, o que suplie­
se la omisión del mismo sobre sus puestos de trabajo,
equiparando sus niveles y complementos específicos a
los de los demás funcionarios de similar categoría per­
tenecientes a las otras Consejerías de aquella Adminis­
tración autonómica. Resulta, pues, evidente, que es la
omisión, a su juicio existente en el Decreto, la que motiva
el trato discriminatorio que da pie a su escrito inicial
ante la Administración y, posteriormente, a su recurso
contencioso-administrativo. Es, por tanto, en la dispo­
sición. reglamentaria donde las recurrentes sitúan el or~

gen de la discriminación que dicen padecer, aunque las
resoluciones dictadas por la Administración en respuesta
a su reclamación «desvíen)), como bien afirma el Minis·
terio Público en su escrito de alegaciones, la cuestión
principal, pa'ra referirla exclusivamente a un problema
de carácte[ retributivo.

No obstante lo dicho, la Sala de lo Contencioso-Ad­
ministrativo estimó que, si bien inicialmente las recurren·
tes «guiaron su escrito de 27 de diciembre de 1988,

. tímidamente, contra el Decreto 63/1988 .oo, posterior­
mente se desviaron de la línea seguida, para dirigirse
exclusivamente contra la Resolución de la Consejería
de Administraciones Públicas)) que denegaba su solici­
tud, «olvidando la revisión del Decreto aludido que pero
manece firme, y sin cuya alteración resulta imposible
acceder a las peticiones de las recurrentes» (fundamento
de derecho 3.°). .

No es función de este Tribunal revisar la interpretaciór,
realizada por la Sala de lo Contencioso-Administrativo
acerca de la existencia de esa pretendida «desviaciór
procesal)), cuestión ésta de apreciac~ón y valoración, de
los hechos reservada a la exclusiva competencia de los
Jueces y Tribunales (arto 117.3 C.E.). Nuestro análisis
habrá de limitarse a determinar si partiendo del mismo
presupuesto, esto es; la impugnación inicial del Decrete
que la Sala explícit~mente reconoce, el órgano jurisdic­
cional no re.solvió las pretensiones ante él debidamente
formuladas, amparándose en pretendidos defectos for­
males -como sostienen las actoras- para desestimar
su recurso, pues en tal hipótesis, pudiera existir una dene­
gación de acceso a la justicia sin fundamento jurídicc
suficiente y, por ende, de clara trascendencia constitu­
cional.

A tal efecto conviene comenzar reiterando que el arto
24.1 C.E. garantiza a todos los ciudadanos su derecho
a obtener una respuesta judicial motivada, razonable V
coherente a sus pretensiones, siempre que éstas se
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hubiesen ejercido con cumplimiento de los requisitos
de procedibilidad legalmente establecidos. de tal modo
que el derecho a la tutela judicial efectiva también se
satisface cuando el órgano judicial dicta una resolución
procesal. siempr~ que la inadmisiónse fundamente
en una causa legal. aplicada de manera jurídicamente
razonada y razonable (SSTC 97/1986. 79/1987.
113/1988.96/1991.98/1992 Y 163/93. entre otras).

4. En el caso aquí debatido. la Sentencia recurrida
considera que no es de aplicación el motivo de inad­
misión previsto en el arto 40 a) LJ.CA en relación con
el 82 c) del mismo texto legal. aducido por la Admi­
nistración demandada (fundamento de Derecho 2.°).
para. acto seguido. y no sin cierta incoherencia. declarar
la imposibilidad de acceder a la pretensión de las
recurrentes por no haber éstas impugnado en tiempo
y forma la disposición general de la que las resoluciones
administrativas denegatorias de su reclamaciÓn eran
meros actos aplicativos. Con tal proceder. la Sala no
sólo configura. bajo la apariencia de un motivo de deses­
timación. una nueva causa de inadmisión carente de
todo apoyo legal ....,.pues. según su razonamiento no eran
de áplicación al caso las previstas en los· arts. 40 a)
y 82 c)- sino que. además. desconoce que la pretensión
de las actoras. directa o indirectamente se dirigía contra
el Decreto 63/1988 al que atribuían la discriminación
padecida. olvidando además que. con arreglo a lo dis­
puesto en el art.. 39.2 L.J.C.A.. es admisible la impug­
nación de una disposición general como consecúencia
de cuestionarse judicialmente actos de aplicación de la
misma. como no podía ser. por lo demás. de otro modo
a tenor de lo dispuesto en los arts. 106.1 Y153 c) CE.
el cual atribuye a los Tribunales y. en particular. a los
del orden contencioso-administrativo. el control de la
potestad reglamentaria y de la legalidad de la actuación
administrátiva.

'5. Debemos concluir. pues. que. en el caso presente.
la causa de desestimación -en puridad. de inadmisión­
aplicada en la Sentencia recurrida se fundamenta en
un motivo inexistente. construido sobre una interpreta­
ción de la legalidad que no puede considerarse razonable
ni. menos aún. favorable a la tutela judicial efectiva de
las recurrentes. quienes se vieron indebidamente priva­
das de una resolución sobre el fondo del asunto plan­
teado. La demanda de amparo debe. por todo ello. ser
estimada. siendo suficiente para la reparación del dere­
cho fundamental conculcado; anular la Sentencia recurri­
da y ordenar retrotraer las actuaciones al momento de
dictar Sentencia. para que la Sala dicte otra respetuosa
con el derecho furidamental a la tutela judicial efectiva.

FALLO

En atención a todo lo expuesto. el Tribunal Cons­
titucional. POR LA AUTORIDAD QUE LE CONFIERE LA CONSTITUCiÓN
DE LA NACiÓN ESPAÑOLA.

Ha decidido

Otorgar el amparo solicitado por doña Eugenia Lezaurí
Larumbe. doña María José López Valdivielso. doña Felisa
Bonachia Caballero y doña Esther Navarro López. y. en
su consecuencia:

1.° Reconocer a las ·recurrentes su derecho a la tute­
la judicial efectiva.

2.° Declarar la nulidad de la Sentencia de la Sala
de lo Contencioso-Administrativo del Tribunal Superior
de Justicia de La Rioja. de 19 de junio de 1992. orde­
nando retrotraer las actuaciones hasta el momento de

dictarse Sentencia. para que por la Sala se dicte otra
respetuosa con el indicado derecho fundamental.

Publíquese esta Sentericia en el «Boletín Oficial del
Estado».

Dada en Madrid. a veintitrés de mayo de mil nove·
cientos noventa y cuatro.-Miguel Rodríguez-Piñero '1
Bravo-Ferrer.-Fernando García-Mon y González-Regue·
ral.-Carlos de la Vega Benayas.-Vicente Gimeno Sen­
dra.-Rafael de Mendizábal Allende.-Pedro Cruz Villa·
lón.-Firmado y rubricado.

14593 Sala Primera. Sentencia 160/1994. de 23 de
mayo. Recurso de amparo 3. 156/1992. Con·
tra sentencia de la Sala de lo Contencioso-Ad·
ministrativo del T.S.J. de Galicia dictada er:
proceso de impugna9ión de Acuerdo del Con·
sel/o de la Xunta de Galicia por infracción de
Ley 14/1985. sobre Juego. Vulneración del
derecho a la tutela judicial. efectiva: derecho
a ser informado de la acusación.

La Sala Primera del Tribunal Constitucional. compues·
ta por don Miguel Rodríguez-Piñero y Bravo-Ferrer. Pre­
sidente; don Fernando García-Mon y González-Regueral,
don Carlos de la Vega Benayas. don Vicente Gimene
Sendra. don Rafael de Mendizábal Allende y don Pedre
CruzVillalón. Magistrados. ha pronunciado

, EN NOMBRE DEL REY

la siguiente

SENTENCIA

En el recurso de amparo núm. 3.156/92 promovidc
por «Agafrán. S. L.». representada por el Procurador de
los Tribunales. don Manuel Ogando Cañizares y defen·
dida por el Letrado don Alfredo L. Bermúdez Fernández,
contra la Sentencia de la Sala de lo Contencioso Admi·
nistrativo del Tribunal Superior de Justicia de Galicia,
de 12 de noviembre 'de 1992. dictada en proceso de
impugnación de Acuerdo del Consello de la Xunta de
Galicia por infracción de la Ley del Juego. Han corn°
parecido. además de la parte. el Ministerio Fiscal y 18
Xuntade Galicia. representada por el Procurador de los
Tribunales don Argimiro Vázquez Guillén y asistida por
la Letrada doña María del Carmen Bouso Montero. H8
sido Ponente el Presidente don Miguel Rodríguez-Piñerc
y Bravo-Ferrer. quien expresa el parecer de la Sala

1. Antecedentes

1. Por escrito registrado en este Tribunal el 18 de
diciembre de 1992. el Procurador de los Tribunales dor
Manuel Ogando Cañizares. actuando en nombre y repre­
sentación de la entidad mercantil «Agafrán. S. L.». inter·
puso recurso de amparo contra la Sentencia de la Salé
de lo Contencioso Administrativo del Tribunal Superior
de Justicia de Gal,icia. de 12 de noviembre de 1992
recaída en proceso de impugnación del Acuerdo admi·
nistrativo del Consello de la Xunta de Galicia de feché
31 de agosto de 1989. sobre imposición a la referidéi
entidad mercantil de dos sanciones de 1.000.001 pese­
tas cada una por sendas infracciones de la Ley 14/1985
sobre juego. .

2. El recurso de amparo se fundamentaba en los
siguientes hechos: .

a) Con fecha 10 de octubre de 1988. en la Con·
sellería de Presidencia de la Xunta de Galicia se incoó


